
		 	

	

 
 

DECLARACIÓN PÚBLICA 
 
 

Las organizaciones sindicales del mecanismo de Estado para el adelanto de las Mujeres; 
Sindicato Funfa, Sindicato Prodemu, Anfusem SernamEG y Anfummeg MinMujeryEG, 
quienes diseñamos e implementamos políticas, planes y programas para disminuir las 
brechas de género en la sociedad, la Federación de Trabajadoras/es a Honorarios del 
Estado UNTTHE MCN y las Vicepresidencias de la Mujer y Equidad de Género de la 
Agrupación Nacional de Empleados Fiscales ANEF y la Central Unitaria de Trabajadores 
CUT, declaramos lo siguiente: 
 
El próximo domingo cuatro de septiembre del 2022 enfrentaremos una de las decisiones 
más trascendentales del país de las últimas tres décadas, frente a la cual queremos 
destacar algunos de los avances sustanciales en temas laborales y de género que contiene 
la propuesta de nueva constitución. 
 
En cuanto a su legitimidad de origen, una propuesta nacida de un órgano elegido 
democráticamente con paridad y presencia de pueblos originarios, constituye un avance 
civilizatorio, frente a la actual constitución de la dictadura que fue impuesta mediante un 
fraude y con violación de derechos humanos. En efecto, esta es la primera constitución a 
nivel mundial que fue elaborada de forma totalmente paritaria. 
 
Se consagra el Estado Social y Democrático de Derecho, con un rol activo en garantizar los 
derechos sociales. 
 
Consagra una democracia paritaria inspirada en una concepción de paridad como piso y no 
como techo, donde todos los órganos del Estado deben estar compuestos al menos en un 
50% por mujeres. 
 
Una vida libre de violencia de género. El derecho de todas las mujeres, niñas y 
adolescentes, y personas LGBTIQ+, a vivir sin violencia de género en todas sus 
manifestaciones, en el ámbito público y privado. El Estado adoptará medidas para erradicar 
todo tipo de violencia de género y para prevenir, investigar y sancionar la violencia, así 
como brindar atención, protección y reparación integral a las víctimas. 
 
Derecho al trabajo remunerado digno, compatible con cuidados y tiempo libre. El Estado 
reconoce el trabajo doméstico y de cuidado. Se garantiza el derecho al trabajo decente, 
pero también al descanso y al disfrute del tiempo libre. Toda persona tiene derecho a igual 
remuneración por igual trabajo. El Estado generará políticas públicas que permitan la 
conciliación laboral, la vida familiar y comunitaria, y el trabajo de cuidados. 
 
Las personas que ejerzan trabajos domésticos y de cuidados se les debe garantizar el 
derecho a la seguridad social. El Estado debe proteger estos derechos generando políticas 
públicas que permitan conciliar el trabajo de cuidados con la vida familiar y comunitaria. Los 
trabajos domésticos y de cuidado son una actividad económica que contribuyen a las 
cuentas nacionales y que, por lo tanto, son indispensables para el desarrollo de la sociedad.  
 



		 	

	

 
 
Derecho al Cuidado. Todas las personas tienen derecho a cuidar, a ser cuidadas y a 
cuidarse desde el nacimiento hasta la muerte. Se creará un Sistema Integral de Cuidados. 
 
El Estado reconoce derechos sexuales y derechos reproductivos. Entre ellos, el derecho a 
decidir de forma libre, autónoma e informada sobre el propio cuerpo, sobre el ejercicio de 
la sexualidad, la reproducción, el placer y la anticoncepción. El Estado garantiza acceso a 
información, educación, salud y servicios que permitan garantizar estos derechos sin 
discriminación, protegerlos e informarlos, sin discriminación, con enfoque de género y 
pertenencia cultural, asegurando que todas las personas con capacidad de gestar cuenten 
con las condiciones necesarias para un embarazo o una interrupción voluntaria del mismo, 
sin violencia e interferencias.  
 
El Estado garantiza y promueve una educación sexual integral que informe sobre: 
consentimiento, cuidado y prevención de la violencia de género y sexual, etc. No 
discriminación, enfoque de género y pertenencia cultural. Educación sexual integral.  
 
Igualdad real y no discriminación. El Estado garantiza el derecho a la igualdad real y protege 
contra toda forma de discriminación, especialmente a grupos históricamente excluidos.  
 
Transversalización del enfoque de género. El Estado garantiza incluir el enfoque de género 
de manera sistemática en todas sus instituciones.  
 
Justicia con enfoque de género, es decir deberá ser libre de estereotipos y sesgos. 
 
Por primera vez en la historia del país, serán reconocidos y protegidos los distintos tipos de 
familias y modos de vida, procurando que las diferentes organizaciones familiares en que 
hay trabajos de cuidados no representen una desventaja para las personas que los realizan.  
 
Reparación integral a las víctimas. Se garantiza el derecho de las mujeres, niñas, 
diversidades y disidencias a tener una vida libre de violencia de género en todos los ámbitos 
de su desarrollo.  
 
Se asegura el derecho de los niños, niñas y adolescentes a ser protegidos contra toda forma 
de violencia, declarando este principio como una prioridad nacional. El Estado 
implementará todas las medidas necesarias para eliminar cualquier tipo de violencia de 
género y deberá brindar atención, protección y reparación integral a las víctimas.  
 
Resguardar los espacios digitales, como redes sociales, sitios web o aplicaciones para que 
las personas puedan utilizarlos sin exponerse a situaciones en que sus derechos sean 
vulnerados. El Estado garantiza el derecho de todas las personas a vivir en entornos 
seguros y libres de violencia a través de la implementación de políticas de prevención.  
 
Entornos seguros. Trabajo-Familia. Todas las personas tienen derecho a trabajar de 
manera digna, respetando sus derechos fundamentales.  
 
 
 



		 	

	

 
 
 
Se prohíbe cualquier tipo de discriminación entre trabajadores y trabajadoras que no se 
base en sus competencias laborales. De esta manera, el Estado asegura la existencia de 
condiciones laborales equitativas.  
 
Las personas que realicen el mismo trabajo tendrán derecho a recibir la misma 
remuneración, eliminando así las brechas salariales y garantizando un pago justo y 
suficiente, que permita el sustento personal y familiar para los trabajadores y trabajadoras. 
 
Derecho a sindicalización, a contar con seguridad social, a que sean respetados sus 
derechos reproductivos eliminando cualquier riesgo que pueda afectar la salud de las 
personas y resguardando los derechos de paternidad y maternidad, y la prohibición de 
cualquier forma de precarización laboral.  
 
Todas y todos tienen los mismos derechos, se promueve la integración de todas las 
personas en la vida política, económica, social y cultural. Por lo tanto en Chile, la 
democracia es inclusiva y paritaria, y se ejerce en forma directa, participativa, comunitaria 
y representativa. Es deber del Estado promover y garantizar medidas para la participación 
efectiva de toda la sociedad en el proceso político y democrático. La ley deberá incentivar 
la participación de las personas de las diversidades y disidencias sexuales y de género en 
los procesos electorales.  
 
Hacemos un llamado a la población a leer el texto de la propuesta de nueva constitución 
para votar de manera informada, por un país con mejor democracia y justicia social. 
Concurramos todas y todos a las urnas para ser protagonistas de este hito histórico. 


